

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO QUINCE
En la ciudad de Córdoba, a los veintiséis días del mes de junio de dos mil quince, siendo las doce y quince horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "BORIANI, PEDRO ADOLFO C/ MUNICIPALIDAD DE SAMPACHO - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° 1923425), con motivo del recurso de casación interpuesto por el actor a fs. 108/115vta., fijándose las siguientes cuestiones a resolver:
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?
Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
1.- El actor interpone recurso de casación (fs. 108/115vta.) en contra del Auto Interlocutorio Número Doscientos ochenta y tres del veintitrés de septiembre de dos mil once dictado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Primera Nominación de la Segunda Circunscripción Judicial con Sede en la Ciudad de Río Cuarto (fs. 73/75vta.), mediante el cual se resolvió: "Rechazar el recurso de reposición interpuesto por el actor, mediante su apoderada, en contra del decreto dictado por este Tribunal el primero de septiembre de dos mil once (01/09/2011), obrante a fojas 60 y, por tanto, mantener dicho proveído en todas sus partes...".

2.- Concedido el recurso mediante Auto Interlocutorio Número Trescientos veintiocho del veintiséis de octubre de dos mil once (fs. 117 y vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 119).
3.- Posteriormente se da intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 120) expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto por la inadmisibilidad formal del remedio articulado (Dictamen CA Nro. 38 de fecha 09 de febrero de dos mil doce, fs. 121/123).
4.- A fojas 124 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 125 y 127), deja la causa en estado de ser resuelta.
5.- Con sustento en el motivo formal de casación (art. 45 inc. b), Ley 7182), el recurrente denuncia el quebrantamiento de las formas sustanciales para el procedimiento.

Manifiesta que la habilitación de la instancia fue erróneamente denegada en función de una incorrecta interpretación de las normas de procedimiento aplicable al caso.
Expresa que el Decreto Número 159/2010, dictado por el Departamento Ejecutivo Municipal, por el que se desestima la petición de descongelamiento del adicional por antigüedad y la correspondiente restitución de los montos descontados desde el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y nueve a la actualidad, es una resolución administrativa definitiva.
Sostiene que el objeto del agotamiento de la vía administrativa es llegar a la autoridad con facultad para resolver en última instancia.

Indica que la finalidad perseguida por el Legislador al imponer la obligatoriedad de agotar la vía administrativa se cumplió, ya que el Intendente de la Municipalidad de Sampacho tuvo la posibilidad de analizar el reclamo de sus empleados, haciendo un análisis pormenorizado y resolviendo en definitiva sobre la cuestión de fondo planteada.
Afirma que el acto administrativo emanado del Intendente es un acto definitivo que causa estado, no siendo necesaria la interposición de recurso alguno a fin de agotar la vía administrativa. Agrega que el custodio máximo de la organización tuvo la posibilidad concreta de evitar el pleito, con lo cual la finalidad de la ley de procedimiento administrativo fue cumplida.

Denuncia que la resolución recurrida es manifiestamente contradictoria en relación a la adoptada por la Cámara de Apelaciones en los Civil y Comercial de Segunda Nominación, dado que en reclamos análogos contra la misma demandada y cuestionando el mismo decreto, dicho Tribunal resolvió habilitar la instancia considerando que quedaba agotada la vía, al emanar de la máxima autoridad administrativa el acto impugnado.

Postula la existencia de una errónea interpretación del derecho procesal al entender la Cámara a quo, que no puede otorgarse carácter optativo al recurso de reconsideración previsto en el artículo 49 del Estatuto del Personal de la Administración Pública Municipal.
Explica que de la letra del artículo 49 citado resulta claramente opcional la interposición del recurso de reconsideración, lo que se confirma en la misma disposición legal, al legislar el recurso de apelación, respecto del cual sí existe el requisito de obligatoriedad de su presentación, condicionada a que el agente haya hecho uso de la opción de reconsideración.

Considera que no obstante de compartirse que el artículo 49 está deficientemente redactado, dicha circunstancia no puede perjudicar al administrado y ante la falta de claridad de la norma, se deberá estar por el progreso de la acción, en función del principio pro actione.

Niega que constituya un escándalo legislativo que el Municipio demandado haya establecido dentro de su competencia -para el caso concreto de los reclamos de índole laboral- que el recurso ante una decisión emanada de la máxima autoridad administrativa tenga carácter optativo. Añade que ello se confirma con lo dispuesto por el Intendente al ordenar el archivo de las actuaciones, sin advertir al administrado interesado la obligatoriedad de la presentación de la impugnación contra tal acto.

Alega que no se debe distinguir donde la ley no lo hace, exigiendo por vía interpretativa un requisito que no consta expresamente en la norma, en desmedro del mantenimiento de la instancia y del derecho al debido proceso, constituyendo un exceso ritual manifiesto.

Señala que la interpretación de la Cámara a quo respecto de la aplicación en el caso de las disposiciones de las Leyes 8102 y 6658 cuando existe un régimen especial aplicable, revela un rigorismo formal que la doctrina califica de ritualismo inútil, máxime cuando el objeto de la demanda es la declaración de inconstitucionalidad de los artículos 1 y 2 de la Ordenanza Número 645/00 modificatoria de la Ordenanza Número 631/99.

Manifiesta que el apego restricto a las exigencias de formas encuadra en un exceso ritual manifiesto, toda vez que el Tribunal cuenta con facultades para sanear los vicios o defectos intrascendentes del proceso y, en el caso, no se deriva lesión alguna para la seguridad jurídica ni para la garantía del debido proceso de la contraria.

Advierte que al reclamarse el descongelamiento del adicional por antigüedad y plantearse la inconstitucionalidad de la ordenanza que dispuso dicho congelamiento y el pago del porcentual correspondiente, está bajo análisis el crédito del trabajador que en su condición de empleado municipal goza de preferente atención constitucional. 
Formula reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).
6.- En primer término, es dable señalar que el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia por motivos de derecho específicamente previstos por nuestro ordenamiento procesal (art. 45 del C.P.C.A.), cuya fundamentación debe ser autónoma (art. 385, inc. 1° del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).
A fin de cumplir dicho recaudo, el recurrente debe impugnar idóneamente los elementos que respaldan el fallo y explicar en base a los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción que le atribuye, cuál es su influencia en el dispositivo y cómo y porqué éste debe variar. La crítica referida debe ser completa, pues si omite referirse a elementos esgrimidos en el fallo que sean capaces de sustentarlo, el recurso será improcedente (cfr. DE LA RÚA, Fernando, El Recurso de Casación, Bs. As. 1968, Editor Víctor P. de Zavalía, pág. 464).
De este modo es posible recoger el pensamiento impugnatorio y, según corresponda, aceptar o rechazar las objeciones formuladas (conf. doctrina de esta Sala Contencioso Administrativa sentada en: “Pedernera...” Auto Nro. 44/1993, “Linares...” Auto Nro. 57/1993, “Tolosa...” Auto Nro. 6/1995, entre muchos).

En suma, es exigencia primigenia para quien invoca un vicio in iudicando o in procedendo la completa y acabada impugnación del pronunciamiento que ataca, en función del principio de especificidad que gobierna a los recursos extraordinarios.
Tal requerimiento constituye la otra cara de la necesidad de motivación de los pronunciamientos judiciales, puesto que los agravios que se invocan deben tener la demostración inequívoca de modo tal que surja de manera clara la alteración al orden jurídico vigente, de lo contrario el cuestionamiento no superará la mera discrepancia con el contenido de la solución jurisdiccional adoptada (cfr. Sentencias Nro. 156/1999 "Chavero..." y Nro. 47/2001 "Cabral...", entre otras).
7.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito rechazó el recurso de reposición interpuesto en contra del primer decreto fundado (fs. 60), por el que se dispuso no habilitar la instancia contencioso administrativa, en razón de no haberse preparado la vía mediante el recurso necesario para obtener un acto administrativo que cause estado (art. 6, C.P.C.A.).

Para así decidir, la Cámara señaló que contra el acto del Señor Intendente Municipal que rechazó el reclamo administrativo, el actor debió oponer recurso de reconsideración para agotar la instancia, previo a deducir la demanda contencioso administrativa. 
En ese sentido precisó que la locución “podrá interponer recurso de reconsideración” utilizada en el Estatuto del Personal del Municipio de Sampacho, no implica el ejercicio de una opción impugnativa como pretende el actor. La Judex a quo respaldó esta afirmación con cita del artículo 231 de la Ley Orgánica Municipal 8102 y en la Ley 6658 de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Córdoba.
Contra el decisorio dictado alza su embate recursivo el casacionista, quien solicita que se revoque el pronunciamiento impugnado y se habilite la instancia contencioso administrativa, señalando que la norma aplicable es clara en darle carácter opcional al recurso de reconsideración y agrega que si se compartiera la existencia de una dudosa técnica legislativa, ello no debería perjudicar al administrado.

8.- Resulta necesario recordar que es principio cardinal de nuestro proceso contencioso que la revisión judicial de los actos administrativos debe estar necesariamente precedida del autocontrol que permite que la Administración rectifique o ratifique sus propios actos.


En ese orden de ideas, es oportuno señalar que cuando el artículo 1 inciso a) de la Ley 7182 impone como presupuesto procesal que se impugne un acto administrativo, exige que éste cause estado en razón de haberse agotado a su respecto las instancias administrativas.

Sabido es, por otra parte, que el acto que causa estado, es un acto administrativo definitivo contra el cual se han interpuesto, en tiempo y forma, todos los recursos administrativos necesarios a fin de agotar la vía, cumplimentando de tal forma lo dispuesto por el artículo 178 de la Constitución Provincial (cfr. Sent. Nro. 153/2000 "Clamer...").


9.- En ese marco, la Cámara a quo señaló -en apoyo de la declaración de inhabilitación de la instancia- que, pese a que la técnica legislativa de la redacción del artículo 49 del Estatuto del Personal Municipal “…deja mucho que desear…” (cfr. fs. 74), el Municipio demandado carece de Carta Orgánica, por lo que se torna operativa la Ley 8102 -Régimen de Municipios y Comunas- que en su artículo 231 dispone:

“A los fines de la preparación de la vía contencioso-administrativa, los actos administrativos del Intendente Municipal, de la Comisión, o Comuna, deberán ser impugnados por recurso de reconsideración. Este se interpondrá por el interesado ante el Departamento Ejecutivo o la Comisión, en forma escrita y fundada, dentro del plazo de diez (10) días a contar desde la notificación.

Si el acto se hubiera limitado a resolver el recurso jerárquico o de alzada, no será necesaria la reconsideración.”
Si bien la remisión a la norma provincial realizada por la Sentenciante es correcta, las particularidades de la presente causa exigen que deba resolverse a la luz del principio "pro actione" de plena vigencia en el proceso contencioso administrativo, en función del cual corresponde brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar en lo posible y más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (cfr. Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 100/2014 “Roggia…”).

Con esa proyección corresponde analizar la normativa aplicable al sub examine, que regla la especial relación de empleo público que une al actor con la demandada.
10.- El Estatuto del Personal de la Administración Pública Municipal de la ciudad de Sampacho, en el Capítulo IV, artículo 15, enumera los derechos de los empleados, entre los que se encuentra el derecho a interponer recursos (inciso k).

El artículo 49 ib. desarrolla ese derecho disponiendo “...Cuando el agente considere que han sido vulnerados sus derechos, podrá interponer ante la autoridad administrativa competente, de cual emanó la medida, recurso de reconsideración de la misma dentro de los diez (10) días de haberse notificado. La autoridad que corresponda resolverá el recurso de reconsideración dentro de los quince (15) días, computados desde su interposición. 

Si el recurso no fuera resuelto dentro del plazo mencionado, el agente podrá estimarlo denegado tácitamente. Denegada la reconsideración expresa o tácitamente, procede el derecho a deducir el recurso de apelación. Dicho recurso deberá interponerse ante la autoridad superior a la que dictó el acto sometido anteriormente a reconsideración, dentro de los diez (10) días, debiéndose resolver en el término de quince (15) días de recibida la actuación. Cuando el recurso de apelación hubiera sido denegado por el Intendente Municipal, quedará agotada la vía administrativa y expedita la acción contencioso-administrativa si procediera...” (énfasis agregado).

De la norma transcripta se deducen -de manera indiscutible- permisos y obligaciones.

En efecto, a tenor de lo establecido, el agente que se considera agraviado por el accionar administrativo, podrá deducir el pertinente recurso de reconsideración ante la autoridad de la cual provino la medida. Si en el plazo fijado no es contestada la impugnación incoada, podrá considerar que su planteo ha sido denegado. 

Asimismo, la norma ha establecido explícitamente algunas obligaciones: la autoridad administrativa debe resolver el recurso de reconsideración interpuesto en un plazo determinado; denegado tal remedio impugnativo, el agente debe deducir el recurso de apelación y el Intendente debe resolver dicha apelación, lo cual deja expedita la instancia contencioso administrativa.

Es claro que el artículo bajo análisis, ha regulado de forma expresa y acabada el procedimiento para recurrir las decisiones de las autoridades intermedias, en cambio ha omitido describir de modo completo el comportamiento a seguir por parte de los agentes, cuando el acto administrativo que vulneraría sus derechos, emana directamente del Intendente Municipal, ya que atendiendo exclusivamente al texto normativo, se podría concluir -como hizo la parte actora- que sólo se han previsto dos permisos fuertes -expresos- a favor del particular, el de recurrir en reconsideración y el de considerar tácitamente denegado su recurso.
Consecuentemente, la redacción de la cláusula que regula la materia recursiva en el ámbito municipal,  pudo generar en el actor una duda razonable respecto del momento en que quedaba agotada la vía administrativa, cuando el acto que lo agravia es dictado por el titular del Departamento Ejecutivo Municipal. Tal circunstancia debe ser especialmente considerada al tiempo de discernir el sub examine.
11.- Como es sabido, según una correcta hermenéutica de la ley adjetiva, las normas deben ser aplicadas razonablemente en favor de la habilitación de la instancia, interpretando restrictivamente las causas de inadmisibilidad, permitiendo subsanar algunos defectos procesales y armonizando las instituciones del proceso administrativo con el derecho de defensa en juicio de los administrados y del Estado (GRAU, Armando Emilio, Habilitación de la instancia contencioso administrativa, Editora Platense, La Plata 1971, Nº 33, pág. 135 y vta. y doctrina de esta Sala en Sent. Nro. 4/1994 "Expreso Parmigiani S.A. c/ Provincia de Córdoba").

Bajo esa proyección, no debe soslayarse que la relación de empleo público que subyace en la presente causa, se encuentra regulada por un cuerpo normativo que contempla de forma imperfecta e incompleta, el derecho a recurrir de los agentes.
No obstante la remisión efectuada por la Cámara a quo a las Leyes 8102 y 6658, la ausencia de una previsión legal expresa en la normativa municipal que regula la relación del actor con la demandada, referida específicamente a la conducta recursiva pertinente frente a los actos emanados del Intendente, justifica que el actor haya entendido que el Decreto Número 159/2010 -desestimatorio de la presentación efectuada por el actor tendiente al descongelamiento del adicional por antigüedad y la restitución de los montos descontados- era un acto definitivo que causaba estado y dejaba expedita la instancia judicial.

 Constatada tal circunstancia, necesariamente el caso subexamine debe resolverse del modo más favorable a la garantía del derecho a la tutela judicial efectiva, ya que “...al margen de que una conclusión diferente importaría dejar de lado los evidentes motivos de justicia y equidad que median en autos y que hacen que deba darse prioridad al derecho de defensa, se frustraría, por un excesivo rigor formal en la interpretación de las normas en juego, una vía eventualmente apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado con mengua de la verdad jurídica objetiva...” (Fallos 328:271 “Cantera Timoteo S.A. c. Mybis Sierra Chica S.A. y otros”, L.L. 2005-D, 3, con nota de COLERIO, Juan Pedro, L. L. 2005-C, 433, TySS 2005, 498).

Ello es suficiente fundamento para considerar que asiste razón al casacionista cuando replica que “…de compartirse “la dudosa técnica legislativa” del art. 49 del plexo legal citado, dicha circunstancia no puede perjudicar al administrado y ante la poca feliz redacción del mismo, se deberá estar por el progreso de la acción…” (cfr. fs. 112 y vta.), máxime si se tiene en cuenta que la pretensión objeto de la demanda involucra derechos remuneratorios, que confieren carácter alimentario a la cuestión de fondo.

12.- En la observancia de los principios pro actione y pro habilitate instanciae se juega la efectividad de la tutela judicial efectiva que supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia fundada (Fallos 310:1819 y 327:4185 “A 937 XXXVI, Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER C. dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986” y comentario de CANOSA, Armando N., “Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva” en R. A. P. Nro. 323, pág. 75). 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Cantos v. República Argentina...” del veintiocho de noviembre de dos mil dos, al referirse a las garantías judiciales de los artículos 8.1 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica, ha dicho que “...Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De ella se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. Cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención...”.

Consecuentemente, en virtud de una renovada inferencia lógica de los pronunciamientos de la Corte Suprema y de nuestro ordenamiento público local y federal que promueven el pleno ejercicio de los derechos humanos y en conjunción con los principios pro homine y pro actione, cabe habilitar la instancia del control judicial (conf. Sala Contencioso Administrativa, Sentencias Números 91/2007 "Aime,…", 69/2012 “Palacios…”, entre otros).


13.- En mérito a las consideraciones precedentemente expuestas, procede acoger favorablemente el recurso de casación interpuesto por el actor y sin necesidad de reenvío (art. 390 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182), corresponde casar el decisorio impugnado y su confirmatorio y, en su lugar, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa (arts. 1, 6 y cc., Ley 7182), disponiendo su remisión al Tribunal de Origen para que imprima curso a la acción.

14.- Tratándose de un recurso interpuesto en la etapa de habilitación de instancia no corresponde pronunciarse sobre las costas, atento la inexistencia de parte vencida, todo ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiere corresponder al letrado del accionante, los que serán a cargo del comitente.

Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal de primer voto, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el actor (fs. 108/115vta.) y, en consecuencia, casar el Auto Interlocutorio Número Doscientos ochenta y tres, dictado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Primera Nominación de la Segunda Circunscripción Judicial con Sede en la Ciudad de Río Cuarto el veintitrés de septiembre de dos mil once (fs. 73/75vta.), como así también el decreto emanado del Presidente de dicho Tribunal el primero de septiembre de dos mil once (fs. 60), sin imposición de costas (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu, aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).


II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Cristina Azócar -parte actora-, por la labor desarrollada en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib., los que serán a cargo de su comitente.


Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, expidiéndome en consecuencia, de igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:

I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el actor (fs. 108/115vta.) y, en consecuencia, casar el Auto Interlocutorio Número Doscientos ochenta y tres, dictado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Primera Nominación de la Segunda Circunscripción Judicial con Sede en la Ciudad de Río Cuarto el veintitrés de septiembre de dos mil once (fs. 73/75vta.), como así también el decreto emanado del Presidente de dicho Tribunal el primero de septiembre de dos mil once (fs. 60), sin imposición de costas (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu, aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).


II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Cristina Azócar -parte actora-, por la labor desarrollada en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib., los que serán a cargo de su comitente.

Protocolizar, dar copia y bajar.-
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